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Para quienes profesamos una fe irre- 
ductible en el Derecho como aticulador de la 
convivencia social y. más precisamente, en el 
Derecho Ccnstintciottal como la disciplina B~I- 
guiar de dicha ciencia social. resulta un impe- 
rativo dr primer orden el q”e tuestro ordena- 
miento jurídico refleje prístinamente los 
principios y valores acuñados por el humanis- 
mo. En esta perspectiva el principio de la soli- 
dandad goza de espeaal relevancia atendidas 
las innumerables contingencias que acarrea la 
vida en sociedad y. muy especialmente, en el 
mundo subdesarrolIado a que pertettecemos fy 
del que queremos salir). 

En base a lo expuesto. resulta dramática la 
ignorancia generalnada de dicho principio 
como una de las bases de nuestra institucio- 
nalidad. Es expresión de lo anterior el que los 
diversos programas de Derecho Constitucional 
que se imparten en las Escuelas de Derecho en 
las distintas universidades del país no com- 
prendan el estudio del mencionado principio. 
Finalmente. aumenta muestra desazón la ir- 
existencia’, en tmestro medio, de literatura ju- 
rídico-dogmática que aborde el principio 
que nos ocupa. 

En consecuencta, tmestra aspiractón es ti- 
ciar el indispensable debate acerca del tema 
propuesto y. en la medida en que el raz~la- 
miento que más adelante se desarrollará sea 
companido por los asistentes a estas Jornadas. 

’ Sobre el p.a.rticular. merece destacarse la 
memoria de grado del alumno Pedro García 
Morales, que versó precisamente sobre “El 
Principio de Solidatidsd en la Doctrina Social 
de la Iglesia y su Contetudo Jurídico Funda- 
mental” (Pontiftcta Universidad Cat6lica de 
chile, Santiago, 1990. Il3 páginas), que con- 
tiene sugerentes observaciones. A lo anterior 
cabe agregar algunos esbozos en un artículo 
del profesor Jorge PRE~IT PIZARRO (“El Esta- 
do Empresario: Análisis de la Legislación 
Complementaria Constitucional”. Revista Chi- 
lena de Derecho. Val. 14. NQ 1. 1987) y en el 
Tratado de la Comtitucidn de 1980. del profe- 
sor José Luis Cu Eo,u?uìa (Editorial Jutídica 
de Ch&, Santiago de Chile. 1988, p. 87). 

sugerimos lo incorporación de la en.wLaonzn 
de este principio dentro de ia.s cd&dros de 
Derecho Comfitucio~l de la carrera de De- 
recho. 

En este sentido. afitmamos cntegóticamen- 
te que el principio de la solidaridad esti con- 
sagrado en nuestra Calta Magna. no solamente 
cn los artículos 104 y 111. según la mdxci6n 
acordada por el Constituyente de 1991. sino 
que tambiak en otras disposiciones y. particu- 
larmente. en el Capítulo 1 de aquklla 

Para fundamentar las aseveraciones prece- 
dentes, examinaremos. cn primer lugar, algu- 
nos antecedentes dc la historia fidedigna de la 
actual constituci&t. para luego analizar una 
serie de disposiciones que scrían expresi&t del 
seííalado prinapio. 

ANTECEDENTES EN LA HISTORIA 
FIDEDIGNA 

El estudio de los principales documentos 
que constituyen la historia fidedigna de nues- 
tro CMigo Político permttc asegurar que los 
Constituyentes tuvieron a la vista dicho priw 
cipia. Es efectivo que no existe un tratarmento 
riguroso ni exhaustivo del mismo y que no 
,+wía, para 6stos. de la mtportanaa y relteve 
que tendtía, por ejemplo, el princtpio de la 
subsidiatiedad; sin embargo. ello no basta 
para negar su plena consagración y vigencia. 

En primer t&mino citaremos ampliamente 
diversos pasajes de la minuta denominada 
“Metas u Objetivos Fundamentales para la 
Nueva Constitución Politica de la Repú- 
blica”% 

-“La Cottstituctón deber5 propender a una 
efectiva integración de todas las fuerms vita- 
les de la nanón, a fin de que inspiradas en un 

2 Este documento fue aprobado en diver- 
sas sesmnes celebradas por la Comisión de 
Reforma Constitucional, está datada con fecha 
26 de noviembre de 1973 y se reproduce en el 
acta de la Sesión 18’. de 22 de noviembre de 
ese mio. pp. 23 y SS. 
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setiido de unidad y solidmidad Mcionales, 
por encima de rencores, intereses y divisiones, 
contribuyan al desarrollo y progreso de la co- 
munidad”. 

-“La nueva Cmstituci6n señalará igual- 
mente un conjunto de deberes. fudados en 
vdores como... la soiidaridad...“. 

-“El sistema educacional ser& clcmento 
fundamental para crear y desarrollar en la ni- 
frez y en la juventud la odhesidn conxienlc (I 
esos vdorcr (entre los cuales se cita B la soli- 
daridad) de tanta relevancia para su formación 
cívica y moral y para cl futuro de la nación”. 

- “Debe (la parrici~ci6n). ademds, ser 
solidaria, esto es. estar siempre inspirada cn 
cl superior intcr& de la colectividad”. 

Refuerza tmcstra tesis la circunstancia de 
que el Ptibulo elaborado por la Comisión 
de Estudio de la Nueva Constitución Política 
de la República’ consagraba expresamente el 
principio en cuestión. En efecto dicho dwu- 
menta rezaba, en la panc pertinente. como si- 
gue: “La nación de Chile... sostiene cl com- 
promiso solidurio de la poblacidn con el gran 
&jctivo de conrolkiar lo unidad e inlegracidn 
de todos la ~cctorc~ de la nación”. 

Empero, el Consejo de Estado. en su infor- 
me recaído en la consulta respectiva formula- 
da per S.E. el Presidente de la República’, fue 
de la opinión de suprimir dicho Pre&mbulo5 
por considertiscle superfluo, ‘toda vez que 
sus conceptos están inmtpomdos cn el Capí- 
tulo 1, sobre Bases de la Institucionalidad”. 

De consiguiente. si aceptamos que el prir- 
cipio de la solidaridad, cn base a los textos 
transcritos, forma parte del erhos wnstitucio- 
nal y que se contendría en cl citado Preámbu- 
lo, qué duda cabe acerca de su eventwal consa- 
gración positiva. Es del caso destacar que un 

3 El informe fmal de dicha Comisión. co- 
nocido como el “Informe Ortúzar”, en mnsi- 
deraci6n al presidente de la misma. que prin- 
cipiaba con un Prdmbulo. se reproduce, en la 
parte que nos interesa, como anexo al acta de 
la Sesión 416’. de 5 de octubre de 1978. 
pp. 3608 y ss. 

4 Dicho informe se reproduce en Textos 
Comparados de la Conrtiiución Polílica de la 
República dc Chile-1980, someMa D piebisci- 
10, y la Conîrilución Política de la República 
de Chile-1925. Instituto de Estudios Gcncra- 
les, Editorial Universitaria. Santiago de Chile, 
1980. pp. 113 y SS. 

5 La decisión de suprimir el Pre&mbulo se 
acordó con cl voto en contra de los consejeros 
señores c4cercs, carmrma. Coloma y Orulmr. 

principio no requiere de una declaración ex- 
presa para que se admita su vigencia; es mis, 

suele ocurrir que asi no ocurra (v. gr., el p”- 
cipio de subsidiancdad no está mencionado 
-literdmente- en el texto constitutunonal y rc- 
sulta pacffico afirmar que goza de plena cow 
S~g*&5ll). 

EXAMEN DEL ARTICULAW DE LA 
CONSTITUCION 

En virtud de los párrafos reproducidos at- 
teriormcnte, nos permitimos afirmar que el 
principio de la solidaridad se encuentra implf- 
nto tanto en las Bases de la Institucionalidad 
como, asimismo, en otras disposiciones oms- 
titucionales. Corresponde hacer notar que. 
para los efectos de esta comtmicaci6rt. nos rc- 
ferimos al principio de la solidaridad en su 
aspmo normativo, esto es. mmo fuente de 
deberes para los órganos del Estado, sus titu- 
lares o integrantes y para toda persona. insti- 
tución o grupo (artículo 69 de la C.P.). 

Estimamos que cuando se afuma que “el 
Estado está al set-amo de la persona humana y 
su finalidad es promover el bien común” (artí- 
CtIlO 1’. inc. 49. primera parte) se es& saltan- 
do las bases de un Eslodo solidario. $uede 
afirmane con suficiente seriedad que la ora- 
ción precedente no es expresión cabal de la 
solidaridad como principio rector de la activi- 
dad estatal? Es más, la norma citada refleja 
una notoria influencia del Magisterio Social 
de la Iglesia que, desde LeQ XIIl. ha inststi- 
do reiteradamente acerca del rol solidario o 
fraterno que al Estado le compete. 

A mayor abundamiento. en cl mismo ar- 
ticulo l’, el Constituyente explicita las consc- 
cucncias del referido enunciado. estipulando 
que el Estado “debe contribuir a crear las con- 
diciones sociales que permitan a todos y B 
cada uno de los integrantes de la comunidad 
nacional su mayor rcalizaci6n espiritual y ma- 
tcrial posible. con pleno respeto a los derechos 
y garantías que esta Constitucibn establece” 
(artículo 1Q. ix. 4Q. parte final). 

A su vez. cl inciso 5* del mismo artículo 
dispone que *es deber del Estado... promover 
la integración armónica de todos los sectores 
de la nación y asegurar el derecho de las per- 
sonw a participar con igualdad de oportunida- 
des en la vida nacional”. 

Resulta notable que estas úlnmas normas 
cnnticncn en lo fundamental la parte transcrita 
del Pre&mbulo de la Constitución. ratificando 
con ello. probablemente. el propbsito tenido a 
la vista par el Consejo de Estado para propo- 
ner su supresión. 

Es efectivo que entre el principio de la so- 
lidaridad y cl de subsidiariedad en su fase ac- 
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tiva. que impone al Estado el deber de actuar 
cuando las llamadas sociedades inferiores no 
son capacm o no quieren hacerlo. media una 
muy sutil distimión. que podrla llamara equi- 
votos. A modo de hipótesis, estimamos que. 
qtlas por radlotles conceptuales. el consutu- 
yeme origmal concibió al principio de subsi- 
diaricdad bkicamente en su aspecto pasivo, 
estUco o negativo; esto es. como un deber de 
abstención y para fundamentar la actividad er- 
tatal. necesarin en varios c*sos. tuvo más bien 
presenrc al principio de la solidaridad y no al 
principio dc subsidiariedad en su aspecto acti- 
vo. dintico o positivo. E incluso. hasta el 
día de hoy, existen ciertos sectores políticos e 
ideológicos que insisten en negar la existencia 
o validez del principio de subsidiariedad cn su 
fase activa. 

Ahora bien. para ilustrar la diferencia en- 
tm el principio de rubsidiariedad activo y el 
de la solidaridad. podríamos decir que cl pri- 
mero mira al cuándo de la actividad estatal 
mientras que el segundo al por qué de la mis- 
nla. 

No escapa a nuestro anaists el que el pml- 
cipio en cucsti6n se contcndtía, a su vez. cn 
las siguientes disposiciones ccnsutucmnales: 

-En el artículo 19 N* Za> cuando autoriza 
al legislador y a toda autoridad para establecer 
diferencias. siempre que no sean arbitatias. 
En consccucttcia. para mitigar desigualdades 
de origen o sobrevinieras, el Cottstituyente 
permite una discriminaci6a razonable. Expre- 
sión de lo anterior resulta la posibilidad de 
imponer tributos progresivos y. eventualmen- 
te, un impuesto al patrimonio. en virad de lo 
señalado cn cl allicttlo 19 NS W. Dichos tri- 
butos imponen a los scckxcs más acomodados 
de la población la obligación de colaborar en 
forma más rigurosa a los gastos y programas 
CSlat&.S. 

-Son expresión del principio que atrae 
nuestra atenci6n las normas contenidas en el 
mismo attíínlo 19 cn sus mímeros 3p, inciso 
tercero; 9*, inciso cuarto; 1tY. inciso cuarto, y 
W, inciso tercero, cuando prescriben, respec- 
tivamente que: 

. “La ley arbitrará los medios para otorgar 
asesoramiento y defensa Jurídica a quienes no 
puedan procwkelos por sí mismos”: 

. “Es deber prcferentc del Estado garann- 
zar la ejecución de las acciones de salud. sea 
que SC presten a tmv& de instituciones públi- 
cas o privadas”: 

* “La educación básxa cs obligatoria. de- 
bicndo el Estado iinanciar un sistema gratuito 
con tal objeto, destinado a asegurar el acceso 
a ella de toda la población”. y 

- “La acción del Estado estar6 diigida a 
gamntiur el acceso de todos los habitantes al 
goce de prestaciones Msicas uniformes. sea 
que ~c otorguen a trav6s de instituciones pú- 
blicas o privadas”. 

-Igualmente. en materia de derecho de 
propiedad. resulta impasible desvincular del 
principio de la solidaridad las lirmtaciones y 
obligaciottcs derivadas de su función social. 
como asimismo la polestad estatal de cxpro- 
piar bienes sujetos a dominio particular, por 
causa de utilidad pública o interés nacional 
(artículo 19 Ns 24=, incisos segundo y tercero). 

Menci¿m aparte merecen los articolos 104 
y ll 1 de nuestra Constitución, reformada por 
la Ley Np 19.097, de 12 de noviembre de 
1991. En cfeao, en tales disposiciones se con- 
sagra literalmcntc nuestro prmcipio, lo cual 
viene en robustecer nuestra proposición de 
que 6ste sea enseñado en fomu sistem8tica en 
las aulas de Derecho. 

El artículo 104. en su inctso primero, reza 
como sigue: “Para cl gobierno y administra- 
ci6n interior del Estado a que se refiere cl prc- 
sente capítulo se observará como prmcipro 
básico lo blirqueda de UIZ desarroiio ferrtto- 
rinl ormdnico y eqtilulivo. Las leyes que se 
dtctín al efecto dcbc& velar por el cumpli- 
miento y aplicación de dicho principio. incor- 
porando asimismo criterios de solidaridad en- 
ve las regiones, oxno al interior de ellas, en 
lo referente a la distribuci6n de los recursos 
públicos”. La actual redacción pxmite distin- 
guir cntrc el desarrollo territorial armónico y 
equitativo respecto del prinapio de la solida- 
ridad: empero, estimamos que ese no puede 
ser el alcance de la norma. ya que no es posi- 
ble el primero sin el segundo. En este sentido. 
la redacción original de esta norma, potencia- 
da con lo dispuesto en el artículo lp de la 
Constitución. bastaba para estimar ngcntc el 
principio dc la solidaridad; pero se es&116 nc- 
cesatio reafirmar dicho principm. atendida su 
enorme importancia para la viabilidad y vitali- 
dad del proceso de regionalizaci6n. 

A su vez, el artfculo ll 1. en su segunda 
parte. dispone que “una ley orgánica constitu- 
cional contemplará un mecanismo & disfribu- 
ción solidaria de los ingresos propios entre las 
municipalidades del país cca la denominactón 
de fondo común municipal”; mientras que la 
parte final indica que “las normas de distribu- 
ch de este fondo serán materia de ley”. 

En síntesis. podemos afumar que el pnn- 
cipio de la solidaridad está consagrado explí- 
citamente en nuestra Constituaón, en sus ar- 
tículos 104 y 11. ora implícitamente en las 
Bases de la Institucionalidad y en una serie de 
otras disposiciones anteriotmente reseñadas. 
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CONCLUSIONES 

1) En base B un examen de la historia lide- 
digna del establccimicnto de la Cmmihwión 
cs posible afirmar que el principio de la soli- 
daridad forma pam del cthos cmstitucional. 

2) Del antisis del texto mnstitncional es 
posible distinguir normas que consagran cx- 
plícitamente dicho principio y ovas que lo 
cmtienen 0 suplen. necesaria 0 eventual- 
mente. 

3) No es dable confundir el principio de 1s 
solidaridad con el principio de subsidiariedad 
activo. puesto que el primero responde a la 
pngunta de por qub aaba cl Estado (o los 
particulares), a cambio el segundo dice tela- 
ción a cuhia tal actividad debe o puede pro- 
docine. 

4) se propone enscfiar en forma sistmki- 
ca el principio de la solidaridad en las cameras 
de Derecho. incorpor6ndolo dama de los pro- 
gramas de la c6tedra de Derecho Constitu- 
cional. 


